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PROMUEVEN AMPARO AMBIENTAL LEY 25.675 

SOLICITAN MEDIDA CAUTELAR

“Desde el punto de vista urbanístico, no es posible pensar que cuando tenemos una avenida, cono la del Libertador en Buenos Aires, con casi todos los edificios parejos en altura pero con enormes torres que rompen de tanto en tanto esa armonía, las excepciones al código de edificación se deben a un peculiar gusto estético de algunos intendentes o concejales; más bien hay derecho a suponer que se hicieron excepciones o se admitieron violaciones a normas edilicias por motivos diferentes al bien de la comunidad”

Carlos NINO, “Un país al margen de la ley”

“Cuando el peligro parece ligero, deja de ser ligero”

Sir Francis BACON

“La cultura tecnológica está obligando al hombre a vivir en cárceles confortables, en inmensos laberintos sin horizontes, hechos de cemento, hierro y cristal”

Félix Rodríguez de la Fuente

Sr. Juez:

      , con domicilio real en la calle      , Ciudad Autónoma de Buenos Aires,     , con domicilio real en la calle     , Ciudad Autónoma de Buenos Aires y    , con domicilio real en la calle    , Ciudad Autónoma de Buenos Aires, constituyendo domicilio conjuntamente con mis letrados patrocinantes, Dr. OSVALDO CARLOS SIDOLI y Dra. MARIA ALEJANDRA BUTTI, en la calle Montevideo 665, piso 8º, Oficina 805 “Bis”, a V. S. respetuosamente nos presentamos y decimos:

 I.- LEGITIMACION

Que estamos legitimados para presentar la presente acción, en virtud de lo normado por el artículo 43 de la Constitución Nacional: “...Podrá interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen el ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley...”. También nos encontramos autorizados por lo dispuesto por el artículo 30 de la Ley Nº 25.675: “Producido el daño ambiental colectivo, tendrán legitimación para obtener la recomposición del ambiente dañado(…) el afectado…“. 

La Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires también nos otorga legitimación, conforme a lo regulado en su artículo 14: “Toda persona puede ejercer acción expedita, rápida y gratuita de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares que en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional, los tratados internacionales, las leyes de la Nación, la presente Constitución, las leyes dictadas en su consecuencia y los tratados interjurisdiccionales en los que la Ciudad sea parte.  Están legitimados para interponerla cualquier habitante y las personas jurídicas defensoras de derechos o intereses colectivos, cuando la acción se ejerza contra alguna forma de discriminación, o en los casos en que se vean afectados derechos o intereses colectivos, como la protección del ambiente, del trabajo y la seguridad social, del patrimonio cultural e histórico de la Ciudad, de la competencia, del usuario o del consumidor”.  

Al respecto, la jurisprudencia ha señalado que “En efecto, en materia de legitimación activa la jurisprudencia argentina ya sostenía antes de la reforma constitucional de 1994 que "en el campo de los ‘intereses difusos’ es evidente que no es sólo la cosa pública la que aparece directamente dañada sino que es el conjunto de los habitantes de una manera personal y directa la víctima respecto de la cual el derecho objetivo tiene necesariamente que acordar un esquema de protección dando legitimación para obrar al grupo o individuo que alegue su representación sin necesidad de norma específica al respecto" (CNCivil, Sala K, "Cartañá, Antonio y otros c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires", fallo del 28/2/91). "Será menester dejar de lado -destacó un señero fallo de este Tribunal votado por el distinguido colega de Sala, doctor Schiffrin- el concepto iusprivatista individualista del daño resarcible dejando paso a una ‘tendencia nueva pública, colectiva de tipo preventiva y represiva’, donde se busque no tanto la reparación personal del lesionado, sino la paralización de los efectos dañosos. Uno de los medios para resolver la cuestión está en la dilatación de la legitimación de las personas afectadas para consagrar una expansividad horizontal, con fundamento en la protección de intereses legítimos o humanos que envuelven a una colmena de perjudicados" (CFed. La Plata, Sala III, "Giménez Domingo y otra c/ Estado Nacional, Ejército Argentino", fallo del 8/8/88). Desde el año 1994 con la incorporación en la Constitución Nacional de los derechos humanos de tercera generación o de incidencia colectiva se establece, lisa y llanamente, que "en lo relativo a los derechos que protegen el ambiente" podrán interponer acción de amparo "el afectado, el Defensor del Pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización" (art. 43 C.N.). Por otro lado, la reciente ley 25.675 de Política Ambiental Nacional, concordantemente con el texto constitucional, otorga legitimación a este tipo de asociaciones no gubernamentales para obtener la recomposición del ambiente (art. 30)” 
. 

Por todo lo expuesto, tenemos legitimación suficiente para interponer la presente acción de amparo. 

 

II.- OBJETO

Que, en legal tiempo y forma, vengo a promover esta ACCION DE AMPARO AMBIENTAL, solicitando a V. S. ordene al GOBIERNO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES, con domicilio en la calle Uruguay 440 (sede de la Procuración General), revocar las autorizaciones de obra otorgadas (y no conceder nuevos permisos) para la construcción en los predios ubicados en la zona delimitada por las calles: Warnes, Chorroarín, Bauness, Tronador, Gutenberg, Punta Arenas, borde del Hospital Alvear, vías del Ferrocarril San Martín, borde del Hospital Alvear del otro lado, por violar dichos permisos  lo normado por los artículos 14 y 26 de la Constitución de la Ciudad, artículo 8 de la Ley Nº 123 de la Ciudad y por la Ley Nacional Nº 25.675, de Presupuestos mínimos en materia ambiental.

Asimismo, solicitamos el dictado de una medida cautelar innovativa (artículo 177 del Código en lo Contencioso Administrativo y Tributario – CCAyT), consistente en la suspensión de la construcción de todas la obras autorizadas o en trámite, hasta tanto se resuelva el fondo de la cuestión, y que, asimismo, tampoco se autoricen nuevos emprendimientos en la zona, hasta tanto se resuelva el fondo de la cuestión.

 

III.- HECHOS



El Barrio de La Paternal (Nombre dado por Ordenanza N° 26.607 B.M. Nº 14.288 del 04/05/1972) . Sus límites son: Av. Chorroarín, Av. San Martín, Arregui, Gavilán, Av. Alvaréz Jonte, Av. San Martín, Paysandú, Av. Warnes, Av. Garmendia y Av. Del Campo (Ordenanza Nº 26.607, de 1972).

Población total discriminado por sexo (año 1991) y densidad poblacional (año 1998):
	Total
	Sexo
	Superficie (Km2)
	Densidad (Hab/Km2)

	
	Varones
	Mujeres
	
	

	19.639
	9.186
	10.453
	2,4
	5.937


Fuente: Dirección General de Estadísticas y Censos (G.C.B.A.) sobre la base de datos censales

Es un barrio de casas bajas, de construcción llamadas "chorizo", típicas italianas donde se le da gran importancia a la cocina que era el lugar donde sus habitantes pasaban el mayor número de horas y de tiempo.. Hoy día, en Alvarez Jonte entre Terrero y Andrés Lamas, se pueden encontrar casas que en su mayoría, perduran desde hace más de 80 años. Éstas, en general, son construcciones de una sola planta con jardín al frente y patio interior que distribuye a las habitaciones.



Así, el Barrio fue creciendo, sin modificaciones edilicias demasiado impactantes o sustanciales. A partir de la publicación en  el suplemento de Arquitectura del Diario CLARIN del 17 de Octubre de 2006,  de un  artículo referido a la  construcción de 11 torres de 17 pisos en el predio comprendido por las calles Zabala, Chorroarín, Av. De los Constituyentes y Gutenberg, (predio donde antiguamente se localizaba el llamado Albergue “Warnes”), un grupo vecinos, preocupados por el impacto que este megaproyecto tendría en nuestro querido barrio comenzamos a preocuparnos. Empezamos a reunirnos, a intercambiar información, a investigar los alcances y las posibles consecuencias de este emprendimiento. Se fueron sumando más  vecinos, no sólo  de la “Isla” de la Paternal (barrio en donde se encuentra el predio mencionado), sino también de barrios cercanos, Agronomía, Villa del Parque, Villa Crespo, Caballito, Colegiales, alumnos del Centro de Estudiantes de la Facultad de Agronomía, etc. Recopilamos historias, proyectos anteriores, artículos periodísticos, presentamos pedido de información sobre el proyecto y su impacto ambiental en Dirección General Adjunta de Fiscalización de Obras y Catastro (Expediente Nº 91504/2006) y en el Centro de Gestión y Participación (CGP) Nº 15, al día de la fecha no hemos tenido ninguna respuesta.

Los datos históricos dicen que el parque del Oeste fue creado en 1874 sobre los terrenos de la antigua Chacarita de los Colegiales por iniciativa del Dr. Guillermo Rawson dado que estos terrenos, por su altitud   podían alejar a la población  del peligro de epidemias. Torcuato de Alvear propuso en 1880 emplazar allí el Gran Parque central, cuya utilidad a la salud ambiental ya había sido demostrada por el Hyde Park y Regent Park de Londres y el Central Park de Nueva York, entre otros. La existencia de estos parques en ciudades en expansión había sido aconsejada y realizada por el célebre urbanista francés, el Barón Hausssman y por los paisajistas André y Alphand. En 1887 el sector que tenía 150 hectáreas,. pertenecía al Gobierno y representaba un gran  valor por los servicios higiénicos que podían brindar a la Ciudad. Su geografía ondulada llevó a pensar que podía emular a los parques de Buttes Chamond, al NE de París, de gran dimensión y forestación muy variada, a los jardines del trocadores, de estructura mas formal y al parque Monsouris. El nombramiento de Carlos Thays en 1891, con la consecuente oleada de hermosos parques y plazas que ejecutó, cambió la fisonomía de Buenos Aires. Esta expansión  de espacios verdes llevó al Presidente Roca a decretar el 28 de diciembre de 1900 la formación de un paseo público en los terrenos de la llamada Chacarita de los Colegiales. Los fundamentos fueron los siguientes.

1) “El crecimiento demográfico de la población de la Capital de la República, desenvolviéndose su población en una vasta extensión hacia el oeste hace indispensable que los poderes públicos se preocupen de proveer a esa parte del vecindario de un parque amplio y cómodo donde puedan los habitantes del municipio encontrar un desahogo, en condiciones que guarden armonía con los progresos del resto de la Ciudad.”  

2) La zona no dispone de un parque de grandes dimensiones en las cercanías.

3) El presidente de la Nación debe asegurar la salud y una vida más cómoda a sus habitantes.

4) Las zonas consideradas son tierras fiscales y fértiles.

5) Es autoritario privatizar estas tierras mandándolas a remate.

6) Se anula con este decreto la ley 2373.

7) El remate de estas tierras es autoritario y no adecuado a los intereses públicos.

8) La construcción del parque no altera en modo alguno el progreso de la Ciudad.

9) El parque va a formarse con personal organizado para tal fin.

 10) El parque debe tener un régimen semejante al Parque Tres de Febrero.

Como se ve, desde principios del siglo XX existía la preocupación oficial por la creación,  mantenimiento y preservación de los espacios verdes. Y no podemos decir que ese período la Ciudad se estancó. Creemos que todo lo contrario sucedió. La Ciudad se convirtió en una de las más prósperas del orbe.

III.1.- ALBERGUE “WARNES”
La historia del Albergue “Warnes” es bastante conocida. Su demolición en marzo de 1991 fue festejada por todos. Era un edificio inoperante y no resolvía ninguno de los problemas que la ciudad presentaba, sino que, por el contrario,  los acrecentaba. Nadie ponía en duda este hecho. 

En cambio, aparecieron voces de protesta cuando en 1997 se vendió este terreno a la empresa CARREFOUR. Había otras propuestas y la opinión de los vecinos no fue unánime a favor del hipermercado. De hecho nos consta que la audiencia pública realizada fue un verdadero bochorno. Tramposamente se presentó la dicotomía: CARREFOUR vs. Albergue “Warnes”. Algo que en la realidad pecaba de falsedad porque, como se dijo,  ningún vecino quería que el Albergue “Warnes” se mantuviera. Esta visión tramposa de la disyuntiva se muestra también en los dibujos publicados en los periódicos de la época en donde se vislumbra una falta de correlato entre las escalas asignadas al dibujo de las torres y  la asignada al sector de parque. En estos esquemas, las torres aparecen mucho más pequeñas en relación al tamaño del parque de lo que en realidad se proyectan. Ver el contraste entre el proyecto tal como se presentó a los vecinos en 1997 y el recientemente aparecido en los periódicos. Quiere decir entonces que, si bien se realizó una pseudo - consulta a los vecinos, esta no fue clara y pecó de omisión dado que nunca se aclaró exactamente el tamaño del proyecto de construcción de las torres y se centró en la disyuntiva Albergue “Warnes” vs. CARREFOUR.

Por otra parte, dado que lo que se pone en juego es el segundo espacio verde  más grande de la ciudad, después de los bosques de Palermo, es evidente que esta consulta se tendría que haber realizado a una escala mucho mayor, por lo menos a nivel de toda la Ciudad, con transparencia y claridad. Por lo que su invalidez no solo resulta de su metodología, sino también de su alcance.

La empresa CARREFOUR compra el predio no sin antes asegurarse que la Legislatura porteña le diera normativa. La empresa se compromete a construir una escuela y un paso bajo nivel en el cruce de la Av. Chorroarín con el ferrocarril Urquiza. La ordenanza por la cual se autoriza a la construcción en altos en este predio es de diciembre de 1997 y lleva el No. 52.295. 

II.2.- CARACTERÍSTICAS DEL MEGAPROYECTO

Según consta en notas periodísticas
 de diferentes medios  las torres serían 11 y tendrían una altura de 17 pisos. También incluye 15 salas de cine, un gran estacionamiento y un shopping. Las viviendas serán de tipo suntuoso, ya que el precio de venta por metro cuadrado previsto será de 1.200 dls., también se habla de piletas. En estos mismos medios aparece la construcción de otro shopping  a levantarse en donde actualmente se encuentra la vieja planta de  Química Estrella. 
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III.3.- EL PARQUE

En la actualidad, el predio donde se proyecta la construcción de las 11 torres sirve como parque de recreación para muchos vecinos de la ciudad, no sólo de los alrededores, si no de otros barrios. Su amplitud y abundante sol y aire, nos reconfortan. Saludamos el plantado por parte del Gobierno de la Ciudad de gran cantidad de árboles. Creemos que aquí se puede recrear la idea del Parque Central del Oeste propiciada por el Gobierno Nacional a principios del siglo XX. Entendemos que dada la magnitud del emprendimiento inmobiliario, nuestro parque se verá seriamente afectado, si no desaparecido. Las moles de cemento taparán nuestro sol, el aire será perjudicado por esta presencia y  el calor aumentará por la cantidad de bloques de hormigón. 

La falta de espacios verdes es un problema grave en la Ciudad
, ya que posee, aproximadamente, 1,80 m2 por habitante. Así lo señala un relevamiento oficial:

	Superficie de espacios verdes por habitante, según Centro

	de Gestión y Participación. Ciudad de Buenos Aires. Año 2005
	

	
	Centro de Gestión y Participación
	Superficie (hectárea) / Habitante (por mil habitantes)
	

	
	
	
	

	
	
	
	

	
	
	
	

	
	Total
	0,56
	

	
	  1 1
	2,36
	

	
	2 Norte
	0,25
	

	
	2 Sur
	0,03
	

	
	3
	0,31
	

	
	4
	0,27
	

	
	5
	0,36
	

	
	6
	0,09
	

	
	7
	0,24
	

	
	8
	1,34
	

	
	9
	0,53
	

	
	10
	0,36
	

	
	11
	0,12
	

	
	12
	0,73
	

	
	13
	0,86
	

	
	14 Este
	0,69
	

	
	14 Oeste
	0,55
	

	

	
	1 Se incluye la Reserva Ecológica (360 ha) en parques del CGP 1.
	

	
	
	

	
	Nota: para estimar la población de 2005 según CGP se utilizó como fuente "Informe de resultados Nº 226" 

	
	- Dirección General de Estadística y Censos (Diciembre 2005).
	

	
	Fuente: Dirección General de Estadística y Censos (G.C.B.A.) sobre la base de datos de la Dirección General de

	
	Espacios Verdes. Secretaría de Producción, Turismo y Desarrollo Sustentable.
	
	


El GCBA señala que “Este indicador, señala grandes diferencias, en la distribución de los espacios verdes en las diferentes zonas de la Ciudad. Los CGP 2S, 6, 7 y 11, que corresponden al centro geográfico de la Ciudad, no llegan a las 0,25 hectáreas por mil habitantes, teniendo el primero de ellos sólo 0,03 hectáreas por mil habitantes. Por otro lado, son los CGP 1, 8 y 13 los que cuentan con una cantidad de hectáreas por mil habitantes superior a 0,75. El CGP 1 es el que cuenta con mayor superficie de espacios verdes por mil habitantes (2,36 hectáreas) en razón de que en él se encuentra emplazada la Reserva Ecológica, el espacio verde más grande de la Ciudad”
.

La sola pavimentación de la Av. Warnes modificó sustancialmente el tránsito en la zona, haciendo difícil el cruce peatonal de dicha avenida. Es imaginable el incremento del tránsito a partir de la incorporación de más de 2000 familias  en un espacio relativamente pequeño. Por otra parte los vecinos sabemos que desde la construcción del hipermercado CARREFOUR, ante cualquier lluvia, se producen inundaciones en la zona, en virtud de la impermeabilización del terreno que ocupa. Estas antes eran inexistentes. 

Entendemos que las condiciones actuales de la Ciudad no son las mismas que las del año 1997 cuando se realizó una consulta vecinal. En muchos barrios se nota el colapso de los servicios públicos, la oposición de los porteños a la construcción indiscriminada de torres es pública y notoria, el tránsito vehicular se ha incrementado enormemente (los indicadores sobre ventas de vehículos son indicativo de ello
), la polución ambiental nos agobia y nos enferma (ruido, smog, etc.), los espacios verdes son cada vez más escasos y la supervivencia de muchos de ellos está en peligro. Consideramos que es tarea primordial preservarlos para preservar la calidad de vida de quienes habitamos esta ciudad. 

No rechazamos al crecimiento y al progreso, pero éste último lo entendemos como el mejoramiento de la calidad de vida, no como el enriquecimiento aún mayor de algunos grupos en desmedro de los derechos de la gran mayoría. Consideramos que el modelo de Ciudad debe ser consensuado y debe responder a un plan racional, en consonancia con las actuales tendencias mundiales de preservación del medio ambiente.  Esto debe ser motivo de debate con amplia participación de los vecinos. 

También consideramos que este tipo de emprendimientos no solucionan la falta de vivienda de los sectores más desfavorecidos de nuestra sociedad. Que es en ese sentido hacia donde deberían apuntar los emprendimientos inmobiliarios. Ocupando áreas donde no se alteren los espacios verdes ni se saturen los servicios públicos, construyendo viviendas accesibles para la mayoría de la población. 



III.4.- LA CONSTRUCCION INDISCRIMINADA DE EDIFICIOS
La tendencia a la construcción indiscriminada representa una modificación sustancial del entorno de los barrios. La cantidad de obras que se realizan generan una variación en las condiciones de vida de todos los vecinos por insuficiencia de la infraestructura existente e inadecuación de la misma, afectación de la propiedad por ruidos y contaminación, aumento de las vibraciones en gran escala, un incremento sustancial del tránsito y un incremento de la temperatura media de la zona residencial, debido al aumento de la superficie cubierta por cemento (menor espacio verde disponible), durante el día,  y a una menor capacidad de enfriamiento, debido al aumento del volumen de cemento, durante la noche, entre las consecuencias más significativas. Dentro de la insuficiencia de la infraestructura edilicia existe un factor que pasa desapercibido la mayor parte del tiempo pero que se manifiesta de manera cruel cuando las temperaturas alcanzan un nivel insoportable para el descanso o la habitabilidad de las personas: la sobrecarga de las redes de distribución eléctrica, las cuales pueden sufrir cortes controlados en el mejor de los casos o llegar definitivamente a un  colapso ante un consumo elevado,  el cual se avizora como inevitable ante el aumento de aparatos de aire acondicionado en poder de los consumidores y de las bombas de agua para el llenado de piscinas, debido al abaratamiento y al aumento del poder adquisitivo medio de los primeros por un lado y la calidad de viviendas de lujo por el otro. Otro daño colateral de relevancia es la impermeabilización de los suelos, con su consecuente impacto en las inundaciones. Las autorizaciones de obra se dan venido sucediendo en forma aislada, pero no se analiza el impacto del conjunto en la zona. Éstas constituyen, una clara violación al artículo 8 inciso e) de la Ley Nº 123, pues  la superficie de los edificios realizados y a realizarse en este espacio superarán largamente los 2.500 m2 necesarios para ser incluidos en todo el procedimiento establecido por dicha norma para la realización de la audiencia pública, mediante un procedimiento de “goteo”, en violación al derecho de participación ciudadana y sorteando los mecanismos de dicho instituto. Dicha superficie debe entenderse como un todo,  bien como la sumatoria de superficies de varios emprendimientos que superen dicho límite, ya que, de lo contrario, se estaría vulnerando el espíritu de la norma, esto es, evitar el impacto de una construcción o de varias a la vez. Si una obra de 2.500 m2 puede afectar un predio, dos de 1.250 m2 realizadas de manera simultánea, también. Si la ley nada aclara al respecto, debe interpretarse la misma conforme al principio “in dubio pro ambiente”, lo que significa hacerlo de la manera amplia: interpretar que dicha restricción puede ser para una sola obra o para varias que se realicen en una zona determinada, de manera simultánea o en un mismo período,.
Tanto el Gobierno de la Ciudad, como las empresas constructoras y/o propietarias de los predios, no han adoptado las medidas necesarias para evitar, a futuro, la afectación del entorno urbano, el paisaje y la calidad de vida de los vecinos. Se privilegia el interés económico por sobre la protección del medio ambiente. En los últimos tiempos, algunos sectores de la Ciudad han comenzado a verificar un proceso de auge constructivo residencial. Recientemente, nuevas zonas de la Ciudad se han ido integrando al auge residencial con disponibilidad de espacio y precios más accesibles; barrios tales como Villa Urquiza, Palermo Viejo y Caballito son el principal ejemplo. Estas nuevas obras han sido el eje de importantes cambios en la fisonomía territorial debido a la explosión inmobiliaria. Gran cantidad de casas en demolición y lotes vacíos próximos a arterias de importancia, a lo cual se adiciona altos niveles de accesibilidad a través de medios de transporte público y privado, hicieron que estos barrios fueran los más buscados para las nuevas construcciones por quienes quieren canalizar su ahorro e invertir para venderlas revaluadas en el futuro o alquilarlas.

Esta dinámica conduce a un proceso de demanda de este tipo de bienes durables, en lugar de estancarse se motoriza de manera continua. En este circuito ingresan los desarrolladores inmobiliarios que ven como inmejorables las posibilidades para realizar inversiones. A pesar que en algunos barrios no encuentran espacio debido a la escasez de terrenos como al elevado costo de los mismos para construir allí. El ejemplo típico del primer caso es Recoleta, mientras que el segundo es Puerto Madero
. 



Cloacas colapsadas, problemas para encontrar cupo en los colegios a la hora de anotar a los chicos, falta de luz natural por la altura de los edificios que se están construyendo, poca presión de agua, cortes de electricidad en verano y falta de gas en invierno. Esa es la contracara del boom inmobiliario que se registra en la actualidad en la Ciudad de Buenos Aires. “El reconocido arquitecto Clorindo Testa confirmó en Radio 10 que la Ciudad de Buenos Aires "no está preparada para crecer tanto" y advirtió que el boom de la construcción puede perjudicar "las redes de agua potable, de electricidad y de cloacas", pero aclaró que "las ciudades se siguen adaptando, tienen períodos de alza y de baja". El sistema cloacal de la Ciudad data del año 1900, y si bien fue pensado para un crecimiento inmobiliario importante, jamás se pudo imaginar las tasas del avance que hoy se registran. Por ejemplo, en Caballito el crecimiento poblacional va a una tasa de 9 a 13% anual, publica el diario Ambito Financiero, mientras que el promedio del resto de los barrios es de 0,01 por ciento. Las soluciones posibles para este fenómeno que se observa en los últimos años podrían incluir la limitación de la capacidad edificatoria, disminuyendo la cantidad de unidades disponibles”
.  En el mismo sentido, el Documento Final del Plan Urbano Ambiental señala que “La presencia de áreas con situaciones ambientales críticas: riesgo de anegabilidad, obsolescencia e insuficiencia funcional de la red de desagües cloacales y por la sobreocupación del Norte”
.



En el mismo sentido, el Ministro de Planeamiento y Obras Públicas de la Ciudad, Juan Palo SCHIAVI, confirmó nuestros dichos en el sentido que  “la ciudad tiene un "déficit de infraestructura que no figura en ningún balance y por eso se cofinanciará con Aguas y Saneamiento Argentinos (Aysa) la construcción de la cuarta cloaca máxima y de una planta potabilizadora para los desechos que genera” 
. A confesión de parte…



Hoy el mercado impulsa el desenfreno especulativo. ¿Cómo es posible que todo esto ocurra sin que el Estado de la Ciudad tome intervención? Las Ciudades que funcionan son las que se piensan a futuro, superando las coyunturas y los medianos plazos, las que marcan reglas claras al mercado guiándolo. No las que se subordinan a la especulación de la tierra que hace que las propiedades ya no tengan valor en Palermo;  que sólo valga el terreno para demolición.



El Consejo del Plan Urbano Ambiental (COPUA), organismo gubernamental del GCBA creado para dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 29  de la Constitución de la Ciudad (“La Ciudad define un Plan Urbano y Ambiental elaborado con participación transdisciplinaria de las entidades académicas, profesionales y comunitarias aprobado con la mayoría prevista en el artículo 81, que constituye la ley marco a la que se ajusta el resto de la normativa urbanística y las obras públicas”), elaboró en Junio de 2006 el Documento “PLAN URBANO AMBIENTAL”
. El mismo señala, entre otras cosas, que:

· “La ausencia de políticas de urbanización tiene diversos efectos negativos. Uno de ellos es la expansión incontrolada” (página 5).

· “Es así que el panorama residencial de la Ciudad parece orientarse hacia la profundización de la polarización socio – habitacional, con nuevas construcciones destinadas fundamentalmente a los sectores de mayores ingresos” (página 14).



Queda claro entonces, que se trata de privilegiar la especulación inmobiliaria por sobre el derecho a un ambiente sano, a la salud de los vecinos y a una infraestructura adecuada. 



En pocas palabras, se pretende modificar un Barrio por el sólo hecho del aumento la especulación inmobiliaria y la rentabilidad económica. Sabemos que la Ciudad necesita crecer, y no nos oponemos a ello; únicamente queremos que el crecimiento sea ordenado, planificado, participativo y no a costa de la afectación del hábitat de miles de vecinos. Crecimiento con consenso. Inversión con lanificación y discusión. Un crecimiento dirigido por el Estado y no por el Mercado.

III.1.- ESTADO DE SITUACIÓN



III.2.- VIOLACION DE LA NORMATIVA AMBIENTAL

Más allá de si corresponde o no autorizar ese tipo de construcciones en la zona, en razón de lo normado por el CPU, resulta no menos importante referirse a la afectación al medio ambiente que las mismas producen y van a producir, así como también la violación de los procedimientos establecidos en materia de evaluación de impacto ambiental y del concepto medioambiental del paisaje y entorno urbano tutelado en nuestra normativa.

No se trata, solamente, de una obra aislada. Tal como se demuestra con el relevamiento efectuado, estamos frente a una modificación sustancial del ambiente del Barrio. En efecto, la cantidad de obras que se van a realizar generan una variación de las condiciones de vida de todos los vecinos del barrio: insuficiencia de la infraestructura existente e inadecuación de la misma, afectación de la propiedad por ruidos y contaminación (polvo, olores, emisiones inmateriales, smog, etc.), aumento de las vibraciones en gran escala y un incremento sustancial del tránsito, entre las afectaciones más significativas. Otro daño de relevancia es la impermeabilización de los suelos, con su consecuente impacto en las inundaciones. También, con el grupo de obras pretendido se va a afectar uno de los pocos grandes espacios verdes que posee la Ciudad.

No se pretende oponerse al progreso ni de buscar hacer de La Paternal un barrio exclusivo y excluyente. Lo que se pretende es que las obras respeten la esencia  misma del lugar, sin afectar los espacios verdes, el paisaje (entendido éste como parte sustancial del medio ambiente) ni el entorno urbano, respetando el hábitat de la zona. Ha señalado BUSTAMANTE ALSINA: “Existe un interés legítimo grupal en satisfacer necesidades humanas colectivas, no solamente en relación con los recursos naturales, sino también en orden a las sensaciones psicológicas, estéticas y estados de ánimo en función de la belleza del paisaje, la tranquilidad del entorno y el equilibrio natural de la convivencia social”
. Además, “El derecho Italiano caracteriza al medio ambiente, como al “paisaje”, al “hábitat”, como categoría de relación, que expresa la recíproca influencia de una serie de elementos, los cuales en su conjunto están en grado de constituir un valor distinto de aquel que coincide con la suma de elementos singulares; valor que en cuanto expresivo de tal relación resulta intraducible mediante parámetros económicos”
.
Resulta necesario recordar, las palabras del maestro BIDART CAMPOS, en lo que se refiere a que el patrimonio urbanístico-cultural-paisajístico es parte integrante del medio ambiente: “el ambiente no se circunscribe al entorno físico y a sus elementos naturales: agua, atmósfera, biosfera, tierra, subsuelo; hay que añadir todos los demás elementos que el hombre crea y que posibilitan la vida, la subsistencia y el desarrollo de los seres vivos. Tales organismos vivos componen un sistema y una unidad, con interacciones en un espacio determinado entre los mismos seres vivos y el ambiente del que forman parte. El ecosistema. Por supuesto hay que computar los denominados recursos naturales, que son bienes que se hallan en la naturaleza y que son susceptibles de transformación y uso por parte de los hombres. Pero como el hombre es un ser social, el ambiente también se integra con otros ingredientes que, latamente, cabe calificar como culturales; es así como debemos agregar el patrimonio cultural. Por fin, el patrimonio natural dentro del cual nos parece que hay que incorporar el paisaje viene a sumarse a todos los contenidos antes ejemplificados”
. 

Así se llega a la situación que afecta a nuestro barrio. Múltiples obras que van a cambiar la fisonomía e infraestructura de La Paternal, que se realizarán sin ser evaluadas en su conjunto.

Y es aquí donde los emprendimientos no cumplen, de manera acabada e integral, con los requisitos de la Ley Nº 123, en lo que a la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) se refiere. Dicha norma define al Impacto Ambiental en su artículo 3º: “Se entiende por Impacto Ambiental a cualquier cambio neto, positivo o negativo, que se provoca sobre el ambiente como consecuencia, directa o indirecta, de acciones antrópicas que puedan producir alteraciones susceptibles de afectar la salud y la calidad de vida, la capacidad productiva de los recursos naturales y los procesos ecológicos esenciales”. Más adelante, refiere que las actividades con relevante efecto deberán cumplir con todo el procedimiento estipulado (artículo 8); el mismo dispone, entre otras cosas “e) La Audiencia Pública de los interesados y potenciales afectados” (artículo 8).  Por otra parte, se considera como de relevante efecto “Las obras proyectadas sobre parcelas de más de 2.500 metros cuadrados que requieran el dictado de normas urbanísticas particulares” (artículo 13, inciso f). Por último, el artículo 26 establece el derecho a la participación ciudadana en las EIA: “Finalizado el análisis de las actividades, proyectos, programas o emprendimientos categorizados como de relevante efecto ambiental y elaborado el Dictamen Técnico por parte de la Autoridad de Aplicación, el Poder Ejecutivo convoca en el plazo de diez (10) días hábiles a Audiencia Pública Temática, de acuerdo con los requisitos establecidos por la Ley No 6. El costo será a cargo de los responsables del proyecto”. 

El impacto de todas estas construcciones en la totalidad del Barrio, no puede analizarse de manera individual sino en su conjunto. Son edificaciones contemporáneas todas ellas, que no deben observarse desde la particularidad de cada una. Nada más pensar en el incremento poblacional de la zona en un lapso muy breve, demuestra la incidencia en el entorno que dichos proyectos van a generar. Se torna necesario, entonces, un análisis de conjunto destinado a evaluar los efectos que en el medio ambiente puedan llegar a ocasionar.

Las autorizaciones de obra de manera aislada, pero con impacto en una misma zona constituyen, entonces, una clara violación al artículo 8 inciso e) de la Ley Nº 123, pues el de edificios a realizarse en este espacio superarán largamente los 2.500 m2 necesarios para la realización de la audiencia pública. Mediante este procedimiento de “goteo”, se realiza una clara violación al derecho de participación ciudadana, evitando la audiencia pública para que los vecinos opinemos sobre el tema.

Cabe recordar que el Plan Urbano Ambiental (instrumento rector para el diseño del futuro de la Ciudad) “se fundamenta en el concepto de desarrollo sostenible, entendido como un proceso participativo, que integra la transformación urbanística, el crecimiento económico, la equidad social, la preservación de la diversidad cultural y el uso racional de los recursos ambientales”
. Asimismo, el requisito de la participación  es vital en el diseño del Plan: “Las temáticas urbanísticas y ambientales son materias de especial interés para la participación, tanto para los responsables técnicos de la gestión como para la población y los grupos y organizaciones civiles que los representen, formal o informalmente. Por ello, resulta necesario adaptar los mecanismos ya existentes (la negrita nos pertenece) o crear nuevos dispositivos que promuevan y faciliten las formas de participación”
. En otras palabras, el GCBA dice en este documento que deben adecuarse instrumentos ya existentes en lo referido a la participación popular (tales como la audiencia pública en temas ambientales) y, por otro lado los restringe mediante una violación sistemática de la Ley Nº 123, en lo que a construcciones se refiere. Nada más contradictorio.

También se vulnera la posibilidad de participación popular ya que no se convoca a audiencias públicas para la discusión del Plan Urbano Ambiental (y definir una política de construcciones en la Ciudad tiene que ver con esa propuesta) o del Código de Planeamiento Urbano Ambiental y de Edificación,  requisito obligatorio conforme a los artículos 89 y 90 de la Constitución de la Ciudad. La participación se transforma, entonces, en un derecho hueco, vacío de contenido. El GCBA se rasga las vestiduras en torno al derecho de participación popular, pero solamente lo aplica de manera efectiva para cambiar el nombre a una calle o plaza. Cuando se encuentran en juego cuestiones complejas, evita toda instancia de debate con la ciudadanía, instancias éstas que debe llevar a cabo por mandato constitucional.

Por otra parte, no han sido considerados al autorizar indiscriminadamente permisos de obra los principios rectores en materia ambiental, de precaución y prevención, establecidos en el artículo 4º de la Ley 25.675. Dichos principios establecen la obligación de anticiparse a la producción del daño ambiental, más allá de que sus efectos sean inciertos, dudosos o poco probables. “El deber de precaución obliga a tener en cuenta la probabilidad de importantes daños en la biosfera, situación que determina la exigencia de un mayor celo y cuidado ante la fundada sospecha de que se encuentra comprometida la integridad del medio ambiente. La transición del paradigma de la reparación para la prevención, todavía se demuestra insuficiente. Es necesario, entonces, entrar en un estadio de mayor sofisticación (y efectividad), pasar de la actuación a la precaución. El principio de precaución responde a la siguiente pregunta: dada la incerteza científica sobre la peligrosidad ambiental de una actividad, ¿quién tiene la carga de probar su ofensividad o inofensividad? ¿el proponente del proyecto o el órgano público, en otras palabras, sospechado que la actividad traiga riesgo al ambiente? ¿debe el poder público asumir el prior de prohibirla (o regularla, imponiéndole patrones de seguridad riguroso), o diversamente debe la intervención pública ocurrir solamente cuando el potencial ofensivo haya sido claramente demostrado por el órgano regulador o por los representantes no gubernamentales de intereses ambientales, amparados en un raciocinio de probabilidades o, en los términos del derecho civil codificado, en el régimen de previsibilidad adecuada? La precaución distingue el derecho ambiental de otras disciplinas tradicionales, que en el pasado sirvieron para lidiar con la degradación del medio ambiente, especialmente el derecho penal (responsabilidad penal) y el derecho civil (responsabilidad civil), porque éstas tienen como prerrequisitos fundamentales certeza y previsibilidad, exactamente dos de los obstáculos que la norma ambiental, como la precaución, procura apartar”
. El negocio inmobiliario y el GCBA no han sido precavidos ni preventivos ante los efectos de la posible multiplicidad de construcciones en el área. No existió precaución alguna por parte del Gobierno ante la incertidumbre de las consecuencias ambientales que el crecimiento desmedido del barrio ocasionaría. 

Por último, cabe hacer referencia al hecho de que con la modificación de la ley 123 (que elimina el Mediano Impacto Ambiental), las obras de vivienda, ya sea individual o colectiva, pasan a considerarse sin relevante efecto ambiental. Y aquí no existe distinción entre una casita unifamiliar o un complejo de torres de 50 pisos que ocupen tres cuartos de manzana. El Decreto reglamentario 1120/01 los consideraba Clase II (o sea, sin relevante efecto) y el nuevo Decreto 1352/02 los categoriza como SRE (sin relevante efecto). Con la desaparición del Mediano Impacto Ambiental, han pasado a ser considerados sin relevante efecto ambiental la construcción y modificación de edificios, como así también la modificación de la topografía, que ya no es considerada un aspecto relevante de impacto. Tampoco existe más en la ley el inciso que permitía a la ciudadanía solicitar la evaluación de impacto ambiental de cualquier emprendimiento. Por otra parte, se le han quitado funciones al Consejo Asesor, dado que ya no participará con su opinión en cada procedimiento EIA, sino que sólo será consultado cuando la Autoridad de Aplicación lo considere necesario. Estos puntos demuestran cuánto se ha empobrecido nuestra ley de evaluación de impacto ambiental, y qué lejos han quedado las aspiraciones que fomentaron su sanción original y las verdaderas intenciones de hacerla coincidir con los postulados de la Constitución de la Ciudad, en materia ambiental. Queda claro, entonces, que con el nuevo texto de la norma, no solamente se viola el derecho a un ambiente sano, sino que se restringe arbitrariamente la participación ciudadana

III.3- DAÑO AMBIENTAL



El daño ambiental es un concepto con dos aristas: la primera abarca al daño que recae sobre el medio ambiente en su conjunto, mientras que la segunda, involucra, al decir de CAFFERATTA y GOLDENBERG
, al daño que el medio ambiente ocasiona de rebote a los intereses legítimos de una persona determinada, configurando un daño particular que ataca a un derecho subjetivo y legitima al damnificado para accionar en reclamo de una reparación, resarcimiento o perjuicio patrimonial o extramatrimonial que le ha causado.

“Daño ambiental es toda lesión o menoscabo al derecho o interés que tienen los seres humanos, como vecinos o colectividad, a que no se alteren de modo perjudicial sus condiciones naturales de vida”
.

También se ha calificado al daño ambiental como un daño a la salud, un daño físico, representado porque toda agresión ambiental importa una disvaliosa modificación material del patrimonio, un menoscabo en las potencialidades humanas, un estrechamiento o pérdidas de chances o expectativas vitales, una disminución de la aptitud vital genérica de la víctima existente o potencial, un perjuicio que pone en jaque derechos personalísimos, inherentes a la persona, o atributos de la personalidad, sin vacilar por ello, en atribuirle carácter material, en tanto y en cuanto importa un menoscabo al ambiente como bien patrimonial de las personas, y por la materialidad misma de la naturaleza, objeto básico de protección del derecho ambiental, siempre con la superior finalidad de tutelar el desarrollo humano
.

Además, debe recordarse que se trata del único daño civil que está incluido en la Constitución Nacional (artículo 41): “el daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer”.

Los daños ambientales suelen exteriorizarse lentamente, lo que permite al responsable disfrutar de los beneficios que le produce causar ese daño hasta que el perjuicio se advierta, se reclame y se proceda a la ejecución de la sentencia favorable. Ello le da tiempo de aprovechar la prescripción liberatoria, ausentarse, hacerse insolvente y aun desaparecer física o jurídicamente
. 
“El daño al medio ambiente es entonces difuso, trepa más allá de su centro de origen, escala en el tiempo sin tropiezos, con creciente perdurabilidad. La contaminación ambiental marcha por naturaleza inseparable de su carácter expansivo, tanto en lo temporal como en lo tocante al espacio físico que invade. Atendiendo al origen de la actividad contaminadora, ese mismo carácter difuso ofrece una serie de particularidades que introducen, en este específico sistema de responsabilidad civil, un marco de complejidad en la individualización del nexo de causalidad; en primer lugar, en virtud de la posibilidad de que los efectos del inquinamiento se manifiesten después del transcurso de largos períodos de tiempo. Ahora bien, en atención a los adelantos científicos y tecnológicos, es razonable prever, con extrema certeza la duración de los procesos de polución y de sus consecuencias dañosas. Máxime teniendo en cuenta la creciente disminución de la capacidad de absorción de la contaminación que ofrece nuestro entorno natural, en razón del aumento de la población y el desarrollo de la industria. De este modo queda planteada la cuestión del daño futuro, cuya liquidación en la sentencia de condena  ha de ser viable siempre que, en base a las pautas apuntadas, el juez pueda estimar en el plano causal la certidumbre, sea de la prolongación de agravación futura de un daño actual, o bien de la producción de un daño nuevo y distinto que ha de resultar como consecuencia necesaria del mismo evento que dio origen a la contaminación. En segundo término, las dificultades para precisar la relación de causalidad entre el daño ambiental y la actividad contaminante derivan de la prolongación de sus efectos perniciosos, a grandes distancias del lugar en que han tenido origen”
.

“3) Tratándose de posibles daños al medio ambiente, la prueba debe tener un “particular tratamiento” en cuanto  la naturaleza de la agresión no se compadece con los sistemas habituales de probanzas; ello no deriva hacia una suerte de libres convicciones, sino que, dentro de nuestro diario sistema de apreciación por medio de la sana crítica del art. 384 del CPCCN, se da mayor relieve a dos núcleos de determinación: a) el análisis comprensivo y no atomístico de los elementos, y b) el valor excepcional que recibe la prueba de presunciones; en particular, es inexacto creer que a la prueba de presunciones pueda acudirse sólo cuando no esté en pugna con otras pruebas: el juez deberá someterla a valoración crítica y arribar al convencimiento respecto del la existencia del hecho a verificar en base a teles valoraciones; 4) asimismo, es importante, cuando se tratan de valorar los daños provocados al medio ambiente, el análisis integral de los elementos de prueba aportados, al cual se suma la especial trascendencia que en el tema adquiere la prueba de presunciones; 5) en el daño ambiental hay mucho de sutil, inasible, de cambiante en la relación de elementos físicos con las personas y las cosas, como para limitarse a una tosca y rutinaria aplicación de los elementos jurídicos, sin penetrar con la perspicacia del zahorí en la cuestión. Si alguna vez se ha dicho que el juez, a menudo, “esculpe sobre la niebla”, es en esta materia donde más ha de evidenciar su espíritu sagaz y sensible, diestro para captar una distinta realidad”
.


“El carácter difuso del daño ambiental crea un marco de suma complejidad respecto de la individualización del nexo causal. De allí la insuficiencia y disfuncionalidad de la normativa vigente en la protección del entorno para superar ese desfasaje entre el ritmo de lo social y lo jurídico, en esa vital área jurídica se deberán aggiornar los conceptos, las ideas e introducir redefiniciones conceptuales”
.


“La relación de causa a efecto, que el Derecho aprehende, no es aquella que exige una “certidumbre total”, una seguridad absoluta: se trata de acreditar una posibilidad cierta, una probabilidad en grado de razonabilidad; a su vez, se dice que sin ánimo de menospreciar la valiosa aportación de los expertos científicos en un proceso de responsabilidad por daños, hay que tener presente, por lo tanto que la incertidumbre científica no debe conducir a la incertidumbre jurídica. En doctrina, Romero Casanova y De Angel Yagües, citados por Vázquez Ferreira, sostienen que cuando sea imposible esperar certeza o exactitud en materia de relación causal, el juez debe contentarse con la probabilidad de su existencia”
.

Así las cosas, numerosos vecinos ven afectada su calidad de vida por la alteración urbanística que se produciría en la zona: vibraciones, ruidos, polvo y, a futuro, más ruido, incremento del smog y saturamiento de la infraestructura de servicios, además de ver vulnerado el paisaje y entorno cultural de la zona. Y esa afectación medioambiental es producto del riesgo que generan la multiplicidad de obras en una zona mayoritariamente residencial. El riesgo es la eventualidad posible de que una cosa llegue a causar daño. Es simplemente una idea sobre el peligro potencial de las cosas.

Entonces, la autorización para realizar las obras no es argumento suficiente para eximir de responsabilidad por daños al medio ambiente, a quienes las lleven adelante y a quienes hayan otorgado el permiso respectivo. Es el principio de la responsabilidad objetiva.

“La calificación de riesgosa que puede corresponder a una cosa, no depende solamente de su peligrosidad intrínseca, sino también de su aptitud potencial para producir un daño, de donde además de las cosas que podrían considerarse como riesgosas en sí mismas, por cuanto es factible que por su dinámica escapen al dominio del hombre ( vg. automotores, ascensores, etc.); existen algunas que por su estado inerte, carecen naturalmente de esa virtualidad, pero en conjunción con otras o en determinadas circunstancias, resultan aptas para producir daños”
. 

La responsabilidad objetiva está consagrada en el artículo 28 de la Ley General del Ambiente (LGA) Nº 25.675
. El responsable sólo podrá eximirse de su responsabilidad acreditando que, a pesar de haberse adoptado todas las medidas destinadas a evitar el daño y sin mediar culpa concurrente de su parte, los daños se produjeron por culpa exclusiva de la víctima o de un tercero por quien no debe responder. El sistema es similar al que determina el artículo 1113 del Código Civil. Por lo tanto, en casos de culpa concurrente no se eximirá de responsabilidad por el régimen de la ley 25.675, mientras que el Código Civil permitía su exención parcial. Además, la extensión de la legitimación pasiva es mucho mayor, pues no es necesario que el responsable sea “dueño o guardián” de una cosa riesgosa o viciosa, sino, simplemente, generador de efectos degradantes al ambiente
.

Al respecto, cabe citar un fallo de nuestros Tribunales Federales: “…Así es que, con base en el art. 2618 del Código Civil, la jurisprudencia ha resuelto que "la autorización o habilitación municipal para el ejercicio de actividades que puedan producir efectos nocivos, resulta irrelevante conforme lo dispone expresamente el art. 2618 del C.C., pues la autorización administrativa dictada de conformidad con las reglamentaciones existentes, nacidas del ejercicio del poder de policía, nunca pueden tener por consecuencia pronunciar un "bill de indemnidad" en favor del que se ajustó a esas prescripciones; ello explica la salvedad del citado artículo cuando reza "aunque mediare autorización administrativa" (confr. Cám. Civ. y Com. Morón, Sala 2da, "Vinci, J. c/ Schwartz, Santiago y Cía SRL y otro", publicado en LLPBA, 1995- 229). Asimismo, en similar sentido, se expresó que "aunque estemos en el uso regular de la propiedad y tal uso no sólo sea lícito sino que cuente con expresa habilitación municipal no deja de ser una intolerable molestia, la autoridad administrativa concede la autorización siempre que estén cubiertas las condiciones generales contenidas en los reglamentos, pero no se puede atender por anticipado a las molestias de las actividades permitidas" (confr. Cám. Civ. y Com. Bahía Blanca, Sala 2da, "Giner, Néstor c/ Deporcenter SA", 16/7/1996, publicado en LLPBA, 1997-843).Por último, la Cámara Federal de San Martín en oportunidad de pronunciarse sobre una cuestión relacionada con el vertido de sustancias tóxicas, aún con anterioridad a la vigencia de la ley 24.051 y a la Reforma Constitucional de 1994 que significó la incorporación de los derechos del consumidor y a gozar de un ambiente sano, entre otros, sostuvo que "aún cuando en el plexo de normas administrativas se contemple la posibilidad de dichos vertidos, ello no implica autorización o disculpa para cometer un delito, pues no se está reprochando el vertido de residuos en general y al mismo tiempo previstos en dicha normativa emanada del Poder Ejecutivo, sino el arrojar sustancias aptas para propagar una enfermedad contagiosa y peligrosa para la salud, lo cual no puede ser permitido (causal de justificación) ni dispensado (causal de inculpabilidad) por una disposición jurídica de rango inferior" (conf. C. Federal San Martín, Sala I, Causa "Averigüación contaminación Río Reconquista", resolución del 26/8/92, publicada en JA 1993-I-199)”
.
En el presente caso, tanto el Gobierno de la Ciudad, como las empresas constructoras y/o propietarias de los predios, no adoptaron las medidas necesarias para evitar la afectación del entorno urbano, el paisaje y la calidad de vida de los vecinos: privilegiaron el interés económico por sobre la protección del medio ambiente. Saben que las múltiples construcciones afectarían al medio ambiente y proceden igual.

Por ello, y en virtud del principio de la responsabilidad objetiva, no importa si los proyectos tienen la debida habilitación y permiso: solamente interesa que dichos emprendimientos implican una modificación sustancial del hábitat.

III.4- IMPORTANCIA DE LA PARTICIPACION POPULAR EN LA DISCUSION DE LA EVALUACION DE IMPACTO AMBIENTAL(EIA) 

La EIA ha demostrado ser una herramienta fundamental para mejorar la viabilidad a largo plazo de muchos programas y proyectos de desarrollo. Además, su uso puede contribuir, de manera definitiva, a evitar errores u omisiones que pueden implicar altos costos ambientales, sociales y/o económicos.

La experiencia demuestra que los emprendimientos que le son impuestos a las poblaciones locales y sus organizaciones, usualmente no son percibidos como propios, o que satisfagan expectativas consideradas como prioritarias. Esto puede redundar en falta de apoyo por parte de la comunidad, o más aun en una fuente de conflictos, en particular cuando "los afectados" por el proyecto no son convocados. Queda manifiesta entonces, la necesidad de involucrar a la sociedad civil, a través de diferentes instancias representativas durante las distintas etapas de las que se compone el ciclo de un proyecto o programa de desarrollo.

En este sentido, la EIA constituye una herramienta, cada vez más aceptada, que favorece esta mecánica de participación en la evaluación y el diseño de las actividades y los proyectos a desarrollar, prestando especial consideración a los temas ambientales, sociales, de salud pública, culturales y económicos.

La Constitución de nuestra Ciudad de Buenos Aires, en materia de evaluación de impacto ambiental garantiza explícitamente la participación ciudadana y el acceso a la información. Así, en el artículo 30 se establece la discusión en audiencia pública de la evaluación previa del impacto ambiental de todo emprendimiento público o privado. En tanto, el artículo 26 destaca el derecho de toda persona a recibir libremente información sobre el impacto que causan o pueden causar sobre el ambiente actividades públicas o privadas. 

Podría afirmarse que sin participación es difícil tomar medidas o políticas que sean efectivas. No obstante, no resulta tan sencillo instrumentar esta herramienta en sociedades donde, como en la Argentina, la práctica de participación activa no ha sido tan difundida. De allí que debe alentarse la percepción generalizada de los instrumentos de participación como canales necesarios para arribar a decisiones más razonadas, que resulten de una labor mancomunada y que sean el producto de mayores niveles de consenso. 

Para que la participación popular sea efectiva, se deben garantizar los siguientes puntos:

· Mecanismos de libre acceso a la información de carácter público disponible en materia de EIA. 

· Mecanismos de libre acceso a la información de listados de proyectos presentados e iniciados. 

· Mecanismos de libre acceso a la información de carácter público incorporada al expediente. 

· Instancias administrativas para la recepción de opiniones escritas. 

· Instancias administrativas de consultas abiertas. 

· Audiencia Pública.

Además, también se ha señalado que “Una manera de identificar la discriminación ambiental es mediante la realización de Estudios de Impacto Ambiental en aquellas actividades públicas y privadas que afectan a poblaciones humanas. Estos EIA deben ser dirigidos apropiadamente, con objetividad, y no enfocados solamente en el impacto interno o inmediato de la actividad sino la manera en que dicha actividad afecta a la sociedad en su totalidad. Asimismo, los EIA deben considerar el ciclo de vida de los productos que afectan a las poblaciones humanas a través de las etapas de uso y desecho de los mismos. Si se los conduce efectivamente, los Estudios de Impacto Ambiental pueden esclarecer los efectos discriminatorios en el desarrollo de la sociedad, y ayudar a reformular proyectos que sean menos perjudiciales para el medio ambiente, menos discriminatorios y en último caso, para compensar los efectos negativos de tal desarrollo.

Parte del problema de la discriminación ambiental proviene de la falta de participación informada por las partes afectadas, tanto en el planeamiento como en la implementación de las actividades. La participación pública en el proceso de toma de decisiones (aunque no es la panacea), puede ser una buena manera de minimizar los efectos negativos de la degradación ambiental mediante el planeamiento de obras públicas.  
La participación en sí misma no es la solución. Es meramente una barrera de protección para evitar las consecuencias negativas obvias de un inicio. La participación debe ser informada. No podemos esperar que los residentes de una comunidad sean expertos en normas y estándares ambientales como para predecir cuáles serán los problemas sociales, salubres o culturales que puede causar determinado proyecto. Es por ello que la participación debe ser complementada por un libre acceso a la información, abierta a asesoramiento técnico de expertos en temas relevantes. Entendemos sin embargo, que la participación no constituye por si sola, una garantía absoluta, pues, la discriminación ambiental puede ocurrir aún con el consentimiento explícito de la población afectada. Esto se debe simplemente a que algunos grupos tienen necesidades urgentes que solucionar o debido a que ignoran las consecuencias a largo plazo producidas por una alteración de las condiciones ambientales. Este consentimiento forzado o desinformado no puede constituir una justificación para no actuar de una manera socialmente responsable que garantice la no discriminación. 
Los Estudios de Impacto Ambiental deben ser de carácter participativo, especialmente cuando las actividades de planeamiento conllevan un impacto directo al medio ambiente de determinadas comunidades. La mayoría de los proyectos de EIA fallan en consultar a las poblaciones afectadas o a sus representantes. En tal caso, los EIA deben quedar a disposición, a través de mecanismos participativos, a actores de la sociedad civil, organizaciones gubernamentales, etc. a fin de controlar y evaluar la calidad, alcance y autenticidad de estos estudios. Asimismo, en la realización de los EIA se debe considerar el carácter humano del impacto ambiental, y no meramente el impacto causado a los recursos naturales”
. 



III.5.- FALTA DE PLANEAMIENTO Y CONTROL DE LAS OBRAS POR PARTE DEL GCBA

El área encargada del control y los permisos de obra, La Dirección General de Fiscalización de Obras y Catastro (DGFOC). Dicha dependencia funciona dentro del área del Ministerio de Gobierno y Seguridad, Secretaria de Seguridad. Se trata de una repartición que no tiene vínculo con las áreas encargadas de la  planificación urbana, lo que implica que se autorizan obras de manera automática, sin consultar su incidencia en el planeamiento de la Ciudad. Y, hasta hace poco tiempo, quien autorizaba y supervisaba los planos de obra era… un Abogado!

Por otra parte, la DGFOC es un verdadero “agujero negro” dentro de la administración local. En efecto, y de acuerdo a un informe de la Auditoría General de la Ciudad
 (AGCBA), de mediados del presente año, se observan en la misma las siguientes irregularidades:

· Inexistencia de un manual de procedimientos donde se establezcan los circuitos administrativos y se formalicen los sistemas de control. “En la entrevista con la jefa del Departamento Técnico-Administrativo30, se la consultó sobre la existencia de un manual de procedimientos, donde se establezcan los circuitos administrativos y se formalicen los sistemas de control. Al respecto, expresó que No existe un Manual de procedimientos, “en la DGFOC todo se maneja por usos y costumbres”
.  Los usos y costumbres conllevan la discrecionalidad del funcionario, ya que los mismos dependen de criterios morales, de carácter estrictamente subjetivo.

· “Se pudo constatar visualmente38 el apiñamiento de expedientes, sin ninguna medida de guarda, en casi todas las áreas de la Dirección de Contralor de Obras (DCOB) y la Dirección de Contralor de Instalaciones (DCI)”. No existe seguridad sobre la documentación que respalda a dichos expedientes, ya que están al alcance de cualquier 

· “Se verificó que existen diferencias entre el plano de zonificación expuesto al público en el segundo piso y el expuesto en el octavo piso, correspondiente a la Secretaría de Planeamiento Urbano”
.

· “No se llevan registros particularizados de la producción total del programa y de las distintas actividades desarrolladas por el conjunto de las áreas, generándose por lo tanto falta de control y seguimiento de los expedientes”
.
· “De acuerdo a los expedientes vistos en distintos sectores tales como Profesionales Verificadores de Obras PVO, Departamento de Legislación y Urbanismo, Departamento de Registro e Inspección, etc.; se verificó falta de control y seguimiento sobre las tramitaciones que en esas áreas se están desarrollando ,produciéndose en el 66% de los expedientes-casos vistos el incumplimiento de los procedimientos establecidos en las tramitaciones y por ende de las normativas vigentes”
 .
· Se verificó la ausencia de un control integral de las obras en todos sus aspectos constructivos, (obras e instalaciones) no existiendo un cruce de información eficiente dentro de la Dirección General, que permita identificar si para una misma obra se ha cumplimentado con la totalidad de las presentaciones exigidas. 

A tal efecto sobre la muestra vista se observó que: 

• El 94% no cumplió con la presentación de todos los planos exigidos. 

• El17%93, no han presentado ningún plano de instalaciones, encontrándose. Así por ejemplo, el expte 32964/01 con la obra terminada y el plano conforme a obra presentado pero sin registrar, y ningún plano de instalaciones presentado. 

• El 23% de la muestra no cumplió con la presentación de las condiciones contra incendio, cuya presentación es exigida en el expediente de obras. 

• Un 39% no presentó planos de instalaciones eléctricas . 

• Ninguna de las ocho obras verificadas que debieran haber presentado los planos correspondiente al proyecto de los ascensores ( ocho en total), cumplió con tal requisito. Se verificó que sólo presentaron en obras el proyecto de la sala de máquinas de ascensores. 

• De aquellas obras verificadas con planos conforme a obra presentado (4) se verificó en tres de ellas el incumplimiento del Decreto 718-GCBA-01, art 16; el mismo exige que junto a la presentación de planos conforme a obra, se presente el plano conforme de instalaciones sanitarias. 

• Este incumplimiento se debió a que otra Dirección no perteneciente a la DGFOC, la Dirección General de Mesa General de Entradas, Salidas y archivo, que recibe las presentaciones, mediante Disposición 015-DGMGESyA-2001 estableció que se podía admitir la documentación, aunque ésta no cumpliere con las formalidades y/o requisitos. 

• Se verificaron deficiencias en el archivo de expedientes de condiciones contra incendio en la Dirección de Control de Instalaciones”
 .

· Se observa en términos generales un ambiente de control disperso, lentitud en la resolución de demandas, desprolijidad en las actuaciones e informalidad en los procedimientos, particularmente en las notificaciones según se detalla a continuación: 

a) En el 40% de los expedientes relevados se observó, un transcurso excesivo de tiempo para continuar las tramitaciones y/o resolver las demandas y situaciones planteadas, por el área interviniente (Departamento de Legislación y Urbanístico). Los tiempos verificados oscilan entre dos a cuatro meses y dos a cuatro, siete, doce años. 

b) En el 83% de los casos analizados, se detectaron irregularidades en las notificaciones (conforme. art. 61 inc. c), que remite a los artículos 140 y 141 del CPCCN). 

c) De acuerdo a entrevista de fecha 27/05/02, las notificaciones son efectuadas por personal de Sistemas Catastrales S.A., y en algunos casos por personal de planta permanente de la DGFOC, correspondiéndole a cada una la notificación de las actuaciones que hubiera iniciado. Sin embargo, no existe norma alguna que habilite a personal de Sistemas Catastrales S.A. a practicar las notificaciones. Esto podría habilitar a los contribuyentes a formular planteos de nulidad de las notificaciones, con independencia de que se hayan impetrado o no. 

d) En el 100% de los casos en los que se han impuesto Sanciones a profesionales, no consta en el expediente la notificación a los Consejos Profesionales de la sanción impuesta. 

e) En el 56% de la muestra analizada, se comprobó informalidad en las suscripciones de despachos correspondientes, como ser falta de firma o aclaraciones de los datos del firmante. 

f) En el 61% de los casos relevados se verificó falta de resolución de la totalidad de demandas y situaciones planteadas en las actuaciones. 

g) En el 100% de la muestra analizada falta la fecha en algún o algunos despachos, que se integran en los expedientes. 

h) Incumplimiento de lo establecido en art. 7 inc. d, del Decreto 1510, que regula los Procedimientos Administrativos en la Ciudad de Buenos Aires, en el 61% de los casos relevado”
. 

· “Con relación a la tramitación de denuncias, en el ejercicio en análisis las mismas fueron atendidas por el Departamento de Registro e Inspección. No se cuenta con un circuito formalizado de tramitación de denuncias, ni se encuentran evidencias de una adecuada registración de los pasos dados. El Departamento no posee Libro de Entradas y Salidas de actuaciones administrativas, ni se lleva registro de la asignación de actuaciones por cada inspector”
.
· “La DCI no cuenta con un listado de denuncias ingresadas ni detalles sobre los denunciantes. Se informa que carecen de los medios para identificar o informar estadísticamente las denuncias pendientes de inspección al 31.12.2002. Tampoco quedan en el sector ni en el expediente, registro alguno de la actividad de la administración. En este sentido, la falta de registros no permite sistematizar la experiencia en ese área, de manera tal que no exista la posibilidad de consolidar conductas correctivas”
.

En otras palabras, no solamente hay desvinculación entre las áreas de planeamiento urbano y control de obras (vinculación necesaria para entender el impacto del conjunto de edificios sobre la Ciudad), sino que la DGFOC, área que debe fiscalizar que las obras cumplan con la ley, no está en condiciones de hacerlo o, cuanto menos, lo efectúa de manera defectuosa.


Ya no solamente se trata del impacto ambiental del conjunto de las obras en una zona determinada; también preocupa la falta de seguridad de dichas construcciones ante la falta de control por parte de la autoridad de aplicación. Las conclusiones del Informe de la AGCBA estarían poniendo en tela de juicio la presunción de legitimidad de los permisos de obra.

IV.- SINTESIS

El conjunto de obras que se pretende realizar en el Barrio de La Paternal, generado por el especulativo aumento del valor del m2, conllevará una modificación en las condiciones de vida de cientos de vecinos de dicha zona. El GCBA pretende autorizar obras en esa parte de la Ciudad, analizando si cada una afecta o no el medio ambiente, pero sin medir la afectación al hábitat que el conjunto de las mismas ocasione. Esto implica claramente violar el derecho a la participación ciudadana, garantizado en el artículo 8 de la Ley Nº 123, mediante la realización de una audiencia pública, la omisión de aplicación de dicha norma, en lo que se refiere a la realización de la EIA y de los principios de precaución y prevención, establecidos en el artículo 4 de la Ley Nº 25.675. Además, demuestra  la falta de planificación en materia de desarrollo urbano, con las consecuencias que ello implica.

Por lo tanto, corresponde suspender todas las autorizaciones de obra en la zona hasta tanto se realice una audiencia pública y un estudio de impacto ambiental estratégico, basado en las modificaciones que las múltiples y futuras obras generarán en el Barrio, así como también de la capacidad de la infraestructura de servicios en el mismo.

V.- SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR

Solicitamos el dictado de la “MEDIDA DE NO INNOVAR”, regulada en el artículo 177 del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad, consistente en la suspensión de la construcción de todas la obras autorizadas o en trámite, en el polígono delimitado por las calles Warnes, Chorroarín, Bauness, Tronador, Gutenberg, Punta Arenas, borde del Hospital Alvear, vías del Ferrocarril San Martín, , borde del Hospital Alvear del otro lado, hasta tanto se resuelva el fondo de la cuestión y que, asimismo, tampoco se autoricen nuevos emprendimientos en la zona.

De los hechos relatados se infiere claramente la afectación del medio ambiente que se produciría en virtud del impacto ambiental del conjunto de las construcciones a realizarse.  La clara violación de las disposiciones constitucionales mencionadas en esta acción, como así también de la normativa nacional, provincial y de Pactos y Tratados Internacionales, que poseen jerarquía constitucional llevan a solicitar se suspendan preventivamente las obras en la zona descripta, hasta tanto se resuelva el fondo de la cuestión.

 En este caso, la verosimilitud del derecho invocado surge de la “apariencia de buen derecho”
, que se obtiene del análisis de los hechos y la documentación acompañada; puesto que, de realizarse las obras en cuestión antes de resolver si la mismas resultan perjudiciales para la salud y el entorno de miles de vecinos, se podría llegar a producir daños irreversibles en muchos de los habitantes de esa zona (infraestructura de servicios insuficiente, contaminación ambiental, etc.). 

El peligro en la demora es evidente, en razón que de retrasarse el pronunciamiento judicial, podría generar una situación de severo e irreparable perjuicio, al verse afectado el medio ambiente y las personas por la alteración del entorno, el saturamiento de los servicios públicos y la modificación del entorno paisajístico – urbanístico. Además, las obras una vez ejecutadas son irreversibles. Y hablamos de obras que avanzan muy velozmente.

A los efectos de cumplimentar con el requisito de la contracautela, ofrecemos caución juratoria que ratificamos en el presente acto.

V.1.- OBRAS EN CURSO

Un tema aparte es la suspensión de las obras que se encuentren en curso de ejecución. V. S. podrá argumentar que la suspensión de las obras en proceso de construcción podría afectar derechos de terceros (constructores, compradores, etc.). Esto podría constituir la mitad de la visión del problema, ya que podríamos argumentar, de manera inversa, que la construcción indiscriminada de edificios afecta derechos de terceros (los vecinos), que no son tenidos en cuenta al momento de pensar cómo crece un barrio. V. S.  deberá interpretar de qué manera se causa un menor perjuicio: si suspendiendo las obras en curso o permitiendo que las mismas sigan. Y no se trata de que el perjuicio económico de los constructores y compradores sea mayor que el de los vecinos: éstos ven depreciado el valor de sus viviendas por el encajonamiento entre edificios (debe interpretarse que los precios que se pagan hoy por las casas en venta son coyunturales, inflados por la demanda, pero que no subsistirán mucho más), así como también se ven afectados por los daños y perjuicios derivados de las construcciones, donde el GCBA es solidariamente responsable por haber otorgado los permisos de obra (de dudosa legitimidad, en base a lo que expusiéramos en el acápite III.5). Probablemente, el perjuicio general de los vecinos sea hasta mayor que el de las constructoras, ya que, de confirmarse la hipótesis planteada en el presente expediente, el daño no sería exclusivamente patrimonial, sino también sobre la salud de los mismos.

Así las cosas, la suspensión de las construcciones en curso es posible de resolverse, invocando  que la ejecución de las mismas afecta derechos de terceros, ya que el acto administrativo que les diera origen (permisos de obra), impacta sobre la vida y el  patrimonio de las personas que viven alrededor de las mismas.

Pero, para el caso que V. S. entendiera que resulta más importante la afectación de los derechos que como terceros poseen las constructoras y los compradores, igualmente podría dictar la suspensión de las obras en curso, citando, como terceros interesados (capítulo XI del CCAyT de la Ciudad), a cuyo efecto manifestamos nuestra conformidad acerca de la citación de las empresas constructoras involucradas en el predio en cuestión, a cuyo fin nos comprometemos a aportar los datos respectivos en el plazo que V. S. disponga. Pero, vale la pena remarcar, la citación de terceros interesados deberá ser posterior, o cuanto menos simultánea, al dictado favorable de la medida cautelar. Al respecto, cabe referir que la jurisprudencia del fuero ha establecido que “Si bien, como sostiene la actora en su escrito, aquí se impugna una conducta lesiva derivada de una omisión que la parte actora atribuye en forma exclusiva al GCBA, resulta atinado integrar la litis con los otros sujetos respecto de los cuales podría hacerse extensiva la sentencia que eventualmente se dictare” y “La situación de un tercero a quien el actor no demanda, no es susceptible de ser equiparada a la de una parte demandada puesto que su intervención coactiva tiene por objeto evitar que en un futuro proceso el tercero pueda argüir la excepción de negligente defensa”
. En dicho expediente, se resolvió la citación de terceros de manera simultánea con la concesión de la medida cautelar solicitada. Y le corresponderá a los terceros, así como al GCBA, impugnar la tutela cautelar dispuesta.

V.2.- SINTESIS 

No hay óbice para que V. S. resuelva favorablemente la medida cautelar solicitada, en virtud de los siguientes argumentos:

· La suspensión de las obras en curso encuentra argumentación en el hecho de la afectación de los derechos de los vecinos como terceros damnificados por la ejecución de las construcciones ante una posible violación normativa.

· Si V. S. considera que, en caso del dictado de la medida cautelar solicitada, se puede afectar derechos de terceros vinculados a las obras, correspondería el citado de los mismos en los términos del artículo 88 del CCAyT, a lo que esta parte presta consentimiento, siempre que se haga de manera simultánea al otorgamiento del aseguramiento del derecho invocado.


V. S. dispone de una variedad de argumentos y opciones más que suficientes y adecuadas para tutelar todo, cuanto menos una buena parte de los derechos invocados, a fin de que los mismos no se tornen de cumplimiento imposible a la finalización de la presente acción.

VI.-  DERECHO

Fundamos nuestro derecho en los artículos 41, 43 y 75 inciso 22 de la Constitución Nacional, artículos 3, 4, 7 y 30 de la Ley Nº 25.675 y 14 y 26 de la Constitución de la Ciudad  y de lo preceptuado por las Leyes Nº 123 y 452, estas últimas sancionadas por la Legislatura de la Ciudad.

En particular debe hacerse mención al principio de prevención establecido en el artículo 3º de la Ley Nº 25.675:

Principio de prevención: las causas y las fuentes de los problemas ambientales se atenderán en forma prioritaria e integrada, tratando de prevenir los efectos negativos que sobre el ambiente se puedan producir.

Acerca de la prevención, la magistratura ha establecido que “En tema ambiental es preferible evitar el daño que retrotraer la causa al estado anterior al daño ya producido - artículo 41 CN -. ELLO SIN ANALIZAR SI EL INTERÉS PÚBLICO NO VA EN IDÉNTICO CAMINO DE PREVENCIÓN”
 y “Reafirmándose LA ESENCIA DE ORDEN PÚBLICO que acompaña al derecho ambiental por su directa vinculación con la salud de la población, con la calidad de vida y la dignidad de la persona humana”  (...) “La preservación del medio como manera de garantizar la vida y la salud individual y de la comunidad en su conjunto, importa un INTERÉS PÚBLICO RELEVANTE, que requiere de todos los ámbitos de actuación positiva por parte del Estado” 
.

VII.- PRUEBA
DOCUMENTAL: 

· Copias de 

VIII.- COMPETENCIA

V. S. es competente en razón del lugar donde se producen los hechos (Ciudad Autónoma de Buenos Aires) y por ser parte demandada el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (artículo 2, CCAyT). Asimismo, la Ley Nº 25.675, establece, en el primer párrafo del artículo 7: “La aplicación de esta ley corresponde a los tribunales ordinarios según corresponda por el territorio, la materia, o las personas”.

IX- COSTAS
En este punto, conviene recordar lo dispuesto por el artículo 14 de la Constitución de la Ciudad: “El procedimiento está desprovisto de formalidades procesales que afecten su operatividad. Todos los plazos son breves y perentorios. Salvo temeridad o malicia, el accionante está exento de costas”. Por lo tanto, solicitamos sea tenido en cuenta este precepto para la oportunidad correspondiente.

X.- RESERVA DE CASO FEDERAL Y RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD

En caso de no dar lugar al planteo efectuado en las presentes actuaciones, hacemos reserva de recurrir en cuestión federal, en los términos del artículo 14 de la Ley Nº 48. Asimismo, dejamos sentada la posibilidad de plantear el recurso de inconstitucionalidad previsto en e artículo 27 de la Ley Nº 402, de la Ciudad.

XI.- PETITORIO
Atento a lo expuesto a V. S. solicitamos:

·  Nos tenga por presentados, parte y por domiciliado en el carácter invocado.

·  Tenga por interpuesta en legal forma el amparo ambiental intentado.

·  Resuelva favorablemente la medida cautelar requerida.

·  Tenga por ofrecida las pruebas.

· Tenga presente el planteo de caso federal y la reserva del recurso de inconstitucionalidad efectuados.

·  Oportunamente, haga lugar a la acción incoada.
Proveer de Conformidad

SERA JUSTICIA

�“ASOCIACION COORDINADORA DE USUARIOS, CONSUMIDORES Y CONTRIBUYENTES c/ ENRE y EDESUR”, Sala II, Cámara Federal de la Plata, 8 de Julio de 2003.
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� La Organización Mundial de la Salud fija 15 m2 por habitante como óptimo y 10 m2 como mínimo. Ver: � HYPERLINK "http://www.who.int/es/" ��http://www.who.int/es/�. 


� � HYPERLINK "http://www.buenosaires.gov.ar/areas/hacienda/sis_estadistico/boletin/abril06/verdes.htm" ��http://www.buenosaires.gov.ar/areas/hacienda/sis_estadistico/boletin/abril06/verdes.htm�. 


� “Entre nuevos y usados, las proyecciones indican que este año (2006) se venderán en la Argentina más de 1.600.000 vehículos, la cifra más alta de la historia.” 


Ver: � HYPERLINK "http://www.lanacion.com.ar/archivo/nota.asp?nota_id=811726&origen=acumulado&acumulado_id" ��http://www.lanacion.com.ar/archivo/nota.asp?nota_id=811726&origen=acumulado&acumulado_id�=.  


 


� “Durante el primer semestre del año los permisos para construir aumentaron un 30% en comparación con el mismo período de 2005. El incremento del metraje aprobado ya había superado el año pasado, con 7,8 millones de m2, al mejor registro de los 90”. Ver: � HYPERLINK "http://www.infobae.com/notas/nota.php?Idx=270687&IdxSeccion=100799" ��http://www.infobae.com/notas/nota.php?Idx=270687&IdxSeccion=100799�. 


� Ver: � HYPERLINK "http://www.infobae.com/notas/nota.php?Idx=271293&IdxSeccion=100799" ��http://www.infobae.com/notas/nota.php?Idx=271293&IdxSeccion=100799�. 


� Ver: � HYPERLINK "http://www.buenosaires.gov.ar/areas/obr_publicas/copua/plan_urbano_ambiental.php" ��http://www.buenosaires.gov.ar/areas/obr_publicas/copua/plan_urbano_ambiental.php�. 


� Ver artículo: “EXISTE UN DEFICIT DE INFRAESTRUCTURA”, Diario LA NACION, edición impresa del 19 de noviembre de 2006, en � HYPERLINK "http://www.lanacion.com.ar/archivo/nota.asp?nota_id=860266&origen=acumulado&acumulado_id" ��http://www.lanacion.com.ar/archivo/nota.asp?nota_id=860266&origen=acumulado&acumulado_id�=. 





� Ver: � HYPERLINK "http://www.buenosaires.gov.ar/areas/obr_publicas/copua/pua_junio2006.pdf?menu_id=19176" ��http://www.buenosaires.gov.ar/areas/obr_publicas/copua/pua_junio2006.pdf?menu_id=19176�. 


� Citado por CAFFERATTA, Néstor en “DAÑO AMBIENTAL COLECTIVO: RÉGIMEN LEGAL �A la luz de la Ley General del Ambiente 25675”, www.abda.com.br/palestracaferatta.htm.


� Op. Cit.


� BIDART CAMPOS, Germán, “Tratado elemental de derecho constitucional argentino”, t. IV, Bs. As., Ed. Ediar, 1995, pág. 297 y 298.


� Ver: � HYPERLINK "http://www.buenosaires.gov.ar/areas/obr_publicas/copua/pua_junio2006.pdf?menu_id=19176" ��http://www.buenosaires.gov.ar/areas/obr_publicas/copua/pua_junio2006.pdf?menu_id=19176�.





� Op. Cit.


� “DERECHOS DE LA NATURALEZA”, BENJAMIN, Antonio, pág. 31 y ss., en la obra colectiva “OBLIGACIONES Y CONTRATOS EN LOS ALBORES DEL SIGLO XXI”, Ed. Abeledo Perrot.


� “Daño Ambiental”, GOLDENBERG, Isidoro y CAFFERATTA, Néstor,  Ed. Abeledo Perrot, 2001.


� “Daño Ambiental”, GOLDENBERG, Isidoro y CAFFERATTA, Néstor, Op. Cit.


� “Daño Ambiental”, GOLDENBERG, Isidoro y CAFFERATTA, Néstor, Op. Cit.


�“Daños y perjuicios ambientales. El daño ecológico”, VALLS, CLAUDIA � HYPERLINK "http://www.dsostenible.com.ar/leyes/derechoadanos1.html" ��http://www.dsostenible.com.ar/leyes/derechoadanos1.html�


� “Responsabilidad civil por contaminación del medio ambiente”, STIGLITZ, Gabriel, LL, 1983 – A – 782.


� “Daño Ambiental”, GOLDENBERG, Isidoro y CAFFERATTA, Néstor, Op. Cit.


� “La relación de causalidad en la responsabilidad civil”, GOLDENBERG, Isidoro, Ed. La Ley.


� “Daño Ambiental”, GOLDENBERG, Isidoro y CAFFERATTA, Néstor, Op. Cit.


� "Jalle Ana Maria y otro c/ Boyer Jorge Enrique s/ daños y perjuicios" - CNCIV - Sala K - 07/07/2004.


� “El que cause el daño ambiental será objetivamente responsable de su restablecimiento al estado anterior a su producción…”.


� “El daño ambiental en el derecho civil argentino y comparado”, PELLE, Walter, Op. Cit.


�“ASOCIACION COORDINADORA DE USUARIOS, CONSUMIDORES Y CONTRIBUYENTES c/ ENRE y EDESUR”, Sala II, Cámara Federal de la Plata, 8 de Julio de 2003.


� Para este punto se tomó como base parte del documento “Programa Buenos Aires Sustentable” de la Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN). Véase en www.farn.org.ar/docs/p11/publicaciones11-1.html.


� TAILLANT, Jorge Daniel, “La Discriminación Ambiental”, Centro de Derechos Humanos y Ambiente (CEDHA). Puede verse en www.eco-sitio.com.ar/la_discriminacion_ambiental.htm.


� Ver: � HYPERLINK "http://www.agcba.gov.ar/docs/Info-Inf.%20Final%201.05.20%20Segumiento%20DGFOC%20Aprob.%20CA%2019-4-06.pdf" ��http://www.agcba.gov.ar/docs/Info-Inf.%20Final%201.05.20%20Segumiento%20DGFOC%20Aprob.%20CA%2019-4-06.pdf�. 


� Ver informe citado.


� Ver informe citado.


� Ver informe citado. 


� Ver informe citado.


� Ver informe citado.


� Ver informe citado.


� Ver informe citado.


� Ver informe citado.





� CN Comercial, Sala D, Nov. 5, 1976, LL 1977, A, 227


� Ver causa Nº 20.677/06, “PEINO, LEONARDO y Otros c/ GCBA s/ Amparo”, Juzgado CAyT Nº 12, Secretaria Nº 23. 


� “BRETI, MIGUEL A. C/ ENRE”, expd. 56617, Sala II de la Cámara Federal de Apelaciones de Bahía Blanca, 17 de marzo de 1999.


� “JAIME, EUGENIO E. Y OTROS”, del fallo de 1º instancia, 29 de marzo de 200, Juzgado Criminal y Correccional de Transición Nº 1, Mar del Plata, causa 52999





